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Crónica de una legislación abortada.

Introducción.

La mañana del 30 de septiembre de 1998, como de costumbre, escuchaba el noticiero
mientras manejaba rumbo a la escuela. Sorpresivamente el locutor comenzó a hablar en tono
vehemente sobre una iniciativa de ley orientada a controlar, imponer censuras y quitar
concesiones a los medios de comunicación que sería presentada ese día ante la Cámara de
Diputados. Me llamó la atención que en todos los demás noticieros de radio y televisión de ese
día se hiciera referencia de modo semejante a esta nota informativa. A esta iniciativa todos
los medios rápidamente la denominaron "ley mordaza".

El tema de la iniciativa fue objeto de atención de los medios durante ese día y la semana
subsiguiente, sin embargo, las notas informativas y los comentarios de la prensa escrita
reflejaron una mayor diversidad y pluralidad de opiniones: desde quienes insistían en
calificarla como "Ley mordaza" hasta quienes argumentaban la necesidad de establecer en
México una legislación que permitiera reglamentar el derecho a la información reconocido por
la Constitución.

Llamó mi atención la coincidencia de las opiniones respecto a la iniciativa, y la simultaneidad
con que éstas comenzaron difundirese desde las estaciones de radio y televisión. Todavía mas
me sorprendió encontrar en días posteriores posiciones favorables a la iniciativa de ley por
parte de periodistas e editorialistas reconocidos por su independencia de criterio y posición
crítica frente al estado, los medios y sus instancias de poder.

Durante octubre del 98 procuré dar seguimiento a la polémica desatada en torno a la
iniciativa, así como respecto al paquete de reformas constitucionales relacionadas con los
medios que la acompañaban. Para fines de mes los dirigentes de las principales fracciones
parlamentarias ya habían optado por hacerse a un lado de la polémica: la presión de los
medios y la necesidad de los partidos por centrar su atención en torno al rescate de la banca,
llevó a que la iniciativa de LFCS fuera dejada en archivo, en espera de momentos mas
propicios para su análisis y discusión ante el pleno de las cámaras.

El presente trabajo tiene por objeto recoger diversos aspectos de está polémica y hacer una
breve reflexión en torno a la situación del derecho a la información en México.

Libertad de expresión y derecho a la información.

En el discurso contemporáneo de los derecho humanos, la libertad de expresión y derecho a
la información aparecen, en una primera aproximación, como dos caras de la misma moneda:
por un lado está el ciudadano como emisor que demanda el derecho a expresarse y comunicar
al resto de la sociedad su ideas, propuestas, descubrimientos, sueños, críticas y necesidades;
por otro lado está este mismo ciudadano, como receptor, que demanda al estado y medios de
comunicación información objetiva, validable, oportuna, verdadera, respetuosa de la
pluralidad y diversidad ideológica y cultural de social, que le permitan reducir el grado de
incertidumbre al momento de tomar decisiones, sean estas relacionadas con su desarrollo
personal, familiar, de su empresa, o al momento de elegir las personas a ocupar algún cargo
en el gobierno.

Cabe observar que mientras el concepto de "libertad de expresión" tiene como antecedente la
Declaración de Derechos de Virginia, hecha en 1776 y el artículo 11 de la declaración de
derechos del hombre y el ciudadano en 1789, el de "derecho a la información" se reconoce
por vez primera en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos,
proclamada el lo de diciembre de 1948: "Todo individuo tiene derecho a la libertad de
expresión y de opinión, este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones,
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el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas sin limitación de
fronteras, por cualquier medio de expresión".

En 1966 la Organización de las Naciones Unidas ratifica esta libertad en el artículo 10 del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, donde se aclara que no se impide que los
estados sometan las empresas de radiodifusión, de televisión o cinematografía a regímenes
de autorización previa.

El concepto de "derecho a la información" debe verse como un desarrollo de los derechos de
libertad de opinión y de expresión, en el contexto del crecimiento cuantitativo y cualitativo de
la capacidad de los medios masivos de comunicación para influir sobre el comportamiento de
amplias capas de la sociedad. En la declaración de principios internacionales de ética de los
periodistas profesionales, la UNESCO planteó en 1978 "el derecho del ciudadano a la
información verdadera", entendida esta como "..el derecho del pueblo y los individuos a
acceder a una descripción objetiva de la realidad por medio de una información precisa y
comprensible, así como también a su derecho a expresar libremente a través de los diversos
medios de cultura y comunicación."

En las sociedades contemporáneas el sistema de medios de comunicación comprende multitud
de actores sociales: empresarios, trabajadores (de operación general y de la información-
periodistas-), el estado, los ciudadanos receptores de los mensajes, anunciantes, agencias de
publicidad, de información /nacionales e internacionales. etc. cada uno representando su
propio cúmulo de intereses, unidos por complejas redes de relaciones sociales, económicas,
políticas, de consumo mediático.

 

 

 

 

 

 

 

 

Considerando la actual
estructura tecnológica y

corporativa de la industria de medios de comunicación, toda legislación orientada a regular su
función desde una perspectiva democrática y plural tiene que establecer un delicado equilibrio
entre los derechos y obligaciones de los diversos actores, entre ellos cabe mencionar:

0. Los derechos de libertad de expresión de los emisores y derecho a la información de los
ciudadanos - receptores;

0. Los derechos de propiedad de los propietarios de las empresas de medios y los
derechos de conciencia y libertad de expresión de los trabajadores de la comunicación
como emisores responsables de las ideas y opiniones que transmiten;

0. Los derechos de los ciudadanos a estar informados en forma veraz y objetiva, ser
respetados en su privacía y no discriminados;

0. El derecho de los ciudadanos de replicar cualquier información incorrecta o
tergiversada, y de ser resarcido por el daño material o moral causado

0. La libertad de expresión de los medios y la obligación del estado de velar por los
intereses colectivos, el respeto indiscriminado a la diversidad étnica, cultural,
lingüística, y religiosa de las diversas comunidades integrantes de la nación.

0. El derecho de la nación sobre el uso del espacio en el que se transmiten las ondas
electromagnéticas, la libertad de expresión de los emisores y el derecho a la
información de los ciudadanos.



Ubicadas en tal campo de fuerzas, la libertad de expresión y el derecho a la información se
presenten como polos antagónicos dentro de la discusión contemporánea de los derechos
humanos: a nombre de la libertad de expresión, las empresas y empresarios de medios se
oponen a cualquier tipos de regulación de la industria por el estado; a nombre de los
trabajadores de los medios y de los receptores, cada vez es mayor el número de movimientos
gremiales y ciudadanos que desde la perspectiva del derecho a la información demandan:
frente al estado, el reconocimiento del derecho ciudadano (periodistas y ciudadanos comunes)
de acceder a todo tipo de información relativa a la cosa pública, ; frente a las corporaciones
de medios, reglas que garanticen la independencia de opinión de los mensajes respecto a
accionistas, patrocinadores, etc.

En el plano del sistema global las contradicciones entre los principios de libertad de expresión
y derecho a la información se hacen cada vez mas profundas con el desarrollo alcanzado por
las tecnología de información y comunicación. Ya en 1980 la Comisión Internacional para el
Estudio de los problemas de Comunicaciones (UNESCO) bajo la dirección de Sean Mac Bride,.
llevó a cabo un análisis del estado de los medios masivos y de las dimensiones históricas ,
políticas, socioeconómicas y culturales de la comunicación, y su impacto sobre los países en
desarrollo. El Informe sentó las bases para que la UNESCO asumiera la iniciativa de impulsar
"un nuevo orden mundial en el campo de la información y de la comunicación"; política que
fue vista con animadversión por parte de las corrientes conservadoras de las grandes
potencias capitalistas y sus corporaciones de medios, para las que esta iniciativa venía a
respaldar la actitud intervencionista y reguladora de muchos gobiernos no democráticos de los
países en desarrollo.

En el documento "Muchas voces, un mundo" Sean MacBride Plantea : "Las comunicaciones no
pueden ser por mas tiempo como un servicio meramente incidental, cuyo desarrollo puede
dejarse al azar. El reconocimiento de su potencial demanda la formulación por parte de todas
las naciones, particularmente por los países en desarrollo, de políticas de comunicación
asociadas a todas las metas sociales, culturales, económicas y políticas.[…] El objetivo debe
ser utilizar las capacidades propias de cada medio de comunicación, desde la interpersonal y
tradicional hasta la mas moderna, para hacer a la gente y las sociedades consientes de sus
derechos, de la necesidad de mantener su unidad en la diversidad, y de plantearse el
crecimiento de los individuos y los pueblos dentro del marco de procesos de desarrollo
nacionales en un mundo cada vez mas interdependiente."

En México tuvimos en 1998 el caso mas reciente de este debate entre libertades y derechos:
se dio durante los meses de Septiembre a Octubre, durante el segundo período de sesiones
de la Cámara de Diputados, a raíz del intento de la Comisión de Radio y Televisión por
presentar una iniciativa de ley (Federal) de Comunicación Social. Ubicando un poco al lector
en el escenario, cabe señalar que en México el poder legislativo federal está formado por dos
cámaras: la Cámara de diputados y la Cámara a de Senadores. En cada uno se integran
comisiones pluripartidarias de trabajo por áreas temáticas, siendo una de ellas la radio,
televisión y cinematografía.

En el seno cada comisión, con la participación de representantes de las diversas fracciones
partidarias representadas en la Cámara, se elaboran iniciativas de ley, que la comisión
promueve ante el pleno de las cámaras, para que tras su análisis, debate y revisión, procedan
a su rechazo o aprobación.

En el contexto de gobierno presidencialista, monopartidista y autoritario que ha gobernado a
México desde 1930 el papel del poder legislativo ha sido aprobar, sin mas trámite, y con
mínimas modificaciones, las iniciativas de ley promovidas por el ejecutivo. Sin embargo esta
situación viene cambiando conforme la conformación del congreso se ha hecho mas plural y el
partido oficial (el PRI) ha perdido su predominio absoluto en la Cámara de Diputados.

Es en este contexto de cambios políticos que en México tuvo lugar el reciente debate sobre la
iniciativa de ley federal de comunicación social,

El marco legal y medios de información en México.

El marco constitucional que regula los medios de comunicación en México tiene su origen en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. Los principales
artículos que tienen relación con los medios masivos de información comunicación son:

0. El Articulo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (de
1917) establece: "La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de
tercero, provoque algún delito o perturbe el orden público; el derecho a la
información será garantizado por el Estado."



0. El artículo 7: "Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquiera
materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura ni exigir fianza a
los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites
que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. En ningún caso podrá
secuestrarse la imprenta como instrumento del delito.

0. El artículo 27 establece que"[....] Corresponde a la Nación el dominio directo de todos
los recursos naturales de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las
islas;[........] el espacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos
que fije el Derecho Internacional". Cabe observar que en esta disposición se encuentra
le origen del régimen de concesiones y permisos a que están sujetas la radio y la
televisión en México.

0. El artículo 28 comienza enunciando. "En los Estados Unidos Mexicanos quedan
prohibidos los monopolios, las prácticas monopólicas, los estancos y las exenciones "

Con todo nuestro país ya viene viviendo todo un retraso legislativo sumamente fuerte, que se
inicia con la Ley de Imprenta, que data de 1917: fue promulgada por el Presidente
Venustiano Carranza y nace con un espíritu represivo hacia la libertad de Expresión. .

Pese a que la radio empieza a funcionar desde la década de los años 30 y la televisión desde
los años 50, la Ley Federal de Radio y Televisión no se aplica sino hasta 1960, con el
gobierno del Presidente Adolfo López Mateos, quedando dicha normatividad atravesada por el
vicio de la discrecionalidad política, especialmente presidencial, en materia de concesiones ,
autorizaciones y regulaciones administrativas en materia de radio y televisión.. Con
semejantes orientaciones y vicios se instituyeron el Reglamento de la Ley Federal de
Radio y Televisión, que es complemento de la LFRT, y la Ley de la Industria
Cinematográfica, cuya aplicación comienza hacia 1973.

En los últimos 28 años siguientes sólo se han realizado 5 mínimas modificaciones estas leyes,
que son las referentes a la de 1969, la de 74, la de 80, la de 82 y la de 85. A esta última nos
referiremos con detalle en el siguiente apartado.

Antecedentes del presente debate sobre el derecho a la información en México.

Período 1976- 1982.

Todavía antes de que asumiera el poder, en su Plan Básico de Gobierno 1976- 1982, José
López Portillo anunciaba un reordenamiento del derecho a la información y la reforma política,
como parte de su oferta política durante la campaña presidencial.

En el plan aparece, por primera vez en documentos del partido oficial, el tema de derecho a la
información: "el derecho a la información constituye una nueva dimensión de la democracia.
Es una forma eficaz para respetar el pluralismo ideológico, esto es la diversidad y riqueza de
la opinión de ideas".

Instalado en la Presidencia, López Portillo promovió ante el congreso la promulgación de la
Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LOPPE), donde se plasma
como garantía legal el acceso de los partidos de oposición a los medios electrónicos y de
radiofrecuencia; y la adición al artículo 6o constitucional de un breve texto: ‘El derecho a la
información será garantizado por el Estado’, El 20 de octubre de 1977, la Cámara de
Diputados aprobó ambas iniciativas.

En septiembre de 1979 El Poder Legislativo convocó a una consulta pública sobre reformas a
la regulación de los medios de información, que se llevó a cabo en febrero de 1980. A las
audiencias concurrieron representantes de universidades, instituciones de enseñanza superior,
medios de comunicación masiva y partidos políticos; presentándose unas 140 ponencias en el
Distrito Federal, Guadalajara, Hermosillo, Mérida y Monterrey.

La consulta puso de manifiesto que no sólo se requería reglamentar el derecho a la
información, sino también modificar el sistema de información y definir una Política Nacional
de Comunicación Social, como base y fundamento del mismo Derecho a Información. Así, la
crítica y debate respecto a la reglamentación del derecho a la información en esta consulta se
movió entre dos polos:

De un lado quienes veían en la reglamentación la posibilidad de que la libertad de opinión, el
derecho a la información, y el acceso de la población a los medios de comunicación masiva se
garantizasen como tres componentes complementarios.

De otro quienes consideraban que cualquier reglamentación al respecto conllevaba el riesgo
de una mayor manipulación de la información por parte del estado, así como una amenaza a



la libertad de opinión, a la que equiparaban con la libertad de mercado. De las 140 ponencias,
118 coincidían con la primera línea y 22 a la segunda, con la que comulgaban la mayor parte
de los representantes de las empresas privadas de medios.

Entre las propuestas resultantes, cabe resaltar:

0. La obligación del Estado a proporcionar información plural a la sociedad y garantizar la
gestión de los ciudadanos en la producción de la información.

0. Conformar una Política de Comunicación explícita que articule los diferentes organismos
estatales en una estructura nacional, la cual establezca normas para asegurar su
eficacia.

0. Limitar a los monopolios en los medios y la dependencia informativa de las agencias
informativas.

En un principio todo parecía indicar que la iniciativa de reglamentación contaba con todo el
aval del ejecutivo para llevarse a cabo. Luis M. Farías, para entonces presidente en turno de la
Cámara de Diputados señaló la disposición del régimen a no ceder ante las presiones de las
empresas de medios el propio Secretario de Gobernación, Enrique Olivares Santana, enfatizó
la decisión del régimen a legislar en torno al derecho informativo.

En este marco y de manera sorpresiva, el diputado Farías, expresó el 8 de mayo de 1981:

"el cuerpo legislativo de la Cámara de Diputados no ha encontrado la fórmula para
reglamentar el derecho a la información. Por decirlo así, no le encontramos la cuadratura al
círculo. Hasta la fecha he rechazado varios proyectos presentados porque representaban un
atentado directo a la libertad de expresión… considero difícil que durante este periodo de
sesiones se presente un proyecto definitivo . . . porque este problema es tan complejo como
el de la corrupción".

Al final prevaleció la opinión de los medios, haciendo que se archivara la iniciativa de ley. Y es
que para los empresarios de la rama el principal riesgo de cualquier modificación al marco
legal en que operan los constituye el que se modifique el régimen de concesiones, que ha sido
extraordinariamente favorable para el desarrollo de grupos oligopólicos en los sectores de
televisión y en la radio.

Durante el resto de su sexenio Lopez Portillo no pudo hacer avanzar mas el marco jurídico del
derecho a la información.

Período 1982- 1988.

El tema resurge cuando en el Plan de Gobierno 1982-1988 se expresa la intención de "hacer
realidad el derecho a la información" y crear una ley reglamentaria".

El presidente Miguel de la Madrid, convoca en mayo de 1983, al Foro de Consulta Popular
sobre Comunicación Social, aunque dos meses antes, en marzo, ya había definido la
organización del Sistema de Comunicación del Gobierno Federal, creando los Institutos de
Radio, Televisión y Cinematografía (IMER, IMEVISIÓN E IMCINE) y dejando exclusivamente la
tarea de vigilancia de la normatividad bajo la responsabilidad a la Dirección General de Radio,
Televisión y Cinematografía de la Secretaría de Gobernación.

En este foro, los ciudadanos se mostraron más exigentes en sus demandas, presentaron 2000
ponencias que en su mayoría se manifestaban a favor de legislar en la materia. Sin embrago
el proceso no fue mas alla de la consulta.
 
 

Período 1995- 1998.

En años recientes, como resultado del acelerado proceso de integración del país a los
mercados mundiales; el replanteamiento de las relaciones entre estado y sociedad; la
emergencia de nuevas fuerzas políticas y el ascenso electoral de los partidos de oposición; y
sin lugar a dudas, el desarrollo de las tecnologías e infraestructura global en el campo de las
comunicaciones y transmisión de información, se ha vuelto a plantear la urgente necesidad de
revisar, actualizar y reestructurar el marco legal y normativo en que ejerce el derecho de
información en México En este contexto, a durante 1995 se llevan a cabo:

0. Consulta Popular Sobre Medios de Comunicación para la Elaboración del Plan Nacional
de Desarrollo.



0. Consulta Pública en Materia de Comunicación Social de la Cámara de Diputados,
organizada en 1995.

Esta última es promovida por la LVI legislatura, que decide crear el 8 de febrero de 1995, la
Comisión Especial de Comunicación Social en la Cámara de Diputados, con los siguientes
objetivos:

0. Proponer y desarrollar un programa de audiencias y consultas a escala nacional en
materia de comunicación social.

0. Recopilar información sobre legislación comparada y estudios técnico-jurídicos, como
punto de partida para enriquecer la evolución del marco legislativo de la materia.

0. Preparar consultas con expertos y con las comisiones correspondientes de estudios y
dictamen de la Cámara de Diputados, los anteproyectos de iniciativas en este campo.

La Comisión estuvo integrada por 35 diputados de los cuatro grupos parlamentarios
representados en la Cámara, 20 representaron al PRI, 9 al PAN, 4 al PRD, 1 al PT, así como un
diputado independiente.

Para el mejor funcionamiento de la Comisión, se creó un órgano de dirección, integrado por
los diputados Netzahualcoyotl de la Vega y Samuel Palma César del PRI; María Teresa Gómez
Mont y Rafael Ayala del PAN, Ana Lilia Cepeda y Marcos Rascón (PRD); José Narro Céspedes
(PT) y el diputado ciudadano Adolfo Aguilar Zinser.

De alguna manera, quienes integraban la Comisión estaban relacionados con el tema y el reto
era reformar y actualizar el marco legal vigente, además de garantizar el derecho a la
información, sin obstruir en ningún caso la libertad de expresión. Para ello, decidió convocar
nuevamente a todos los sectores sociales y políticos a manifestar sus opiniones en un foro de
consulta pública del 8 de junio al 10 de julio de 1995, a través de diez foros regionales cuyas
sedes fueron: Distrito Federal, Guadalajara, Hermosillo, León, Mérida, Monterrey, Oaxaca,
Puebla, Tijuana y Zacatecas.

Los temas que se abarcaron fueron:

0. Estado, Sociedad y Medios de Comunicación

0. Medios Electrónicos

0. Medios Impresos

0. Programación

0. Agencias Noticiosas y Publicidad

0. Propiedad Intelectual y Derechos de Autor

0. Espectáculos, Espacios Culturales y Recreativos

La Comisión Especial de Comunicación Social, registró, analizó y procesó la información
vertida en 5,093 cuartillas en las cuales se detectaron 2908 propuestas, que se editaron con
el título "Relatoría de Foros Regionales de Consulta" en donde se expresan de manera clara
las propuestas.

Sin duda alguna, los resultados de esta consulta fueron fuente de información para que la LVI
legislatura, conociera las necesidades que los ciudadanos expresaron públicamente.

En esta consulta participaron entre otros, representantes de medios, concesionarios,
permisionarios, empresarios, servidores públicos encargados de la gestión de los medios,
integrantes de universidades, asociaciones civiles, organizaciones laborales, con propuestas
orientadas a tres grandes campos.

0. Las propuestas específicas sobre ordenamientos jurídicos

0. Las propuestas políticas, sociales y culturales y

0. Las propuestas de orden tecnológico

En el marco de estos trabajos, se efectuaron además audiencias públicas, algunas de ellas,
transmitidas en vivo por el canal 40.



En las más de 100 reuniones estuvieron presentes; la Cámara de la Industria Editorial, la
Cámara Nacional de la Industria de la Radio y la Televisión, el Consejo Nacional de la
Publicidad, la Sociedad Interamericana para la Libertad de Expresión Comercial, la Asociación
Mundial de Radiodifusoras Comunitarias, la Cámara de Comercio de la Ciudad de México, la
Fraternidad de Reporteros de México y el Sindicato de Trabajadores de la Producción
Cinematográfica, entre otros.

Asimismo, se realizaron juntas de trabajo con funcionarios públicos de las distintas
dependencias.

Como respuesta y complemento a la consulta efectuada por la Cámara de Diputados, La
Cámara de Senadores también llevó a cabo, en el mismo año de 1995, su propia Consulta
Pública sobre Comunicación Social,

Tras las consultas y debates, los legisladores tuvieron oportunidad de perfeccionar sus
propuestas. De esta manera el Partido Acción Nacional (PAN), Partido de la Revolución
Democrática (PRD) y Partido del Trabajo (PT), presentaron el 22 de abril de 1997 las
siguientes iniciativas de ley:

0. La iniciativa de ley que crea la Ley Federal de Comunicación Social en materia de
libertad de expresión y derecho de la información, reglamentaria de los artículos 6º y 7º
Constitucionales y que abrogaría la Ley de Imprenta del 9 de abril de 1917.

0. La iniciativa de decreto que reforma algunos artículos de la Ley Federal de Radio y
Televisión de 1960.

Ambas iniciativas no alcanzaron a entrar al debate durante el último periodo de sesiones de la
LVI legislatura, quedando para ser retomadas por la siguiente.

En 1997 tienen lugar las elecciones federales para elegir un nuevo congreso; en ellas el
partido oficial (PRI) pierde la mayoría absoluta de que gozaba en la Cámara de diputados,
manteniendo su predominio en la de Senadores. Esto altera las relaciones entre los poderes
legislativo y ejecutivo, y abre la posibilidad de una mayor actividad legislativa por parte de las
comisiones camarales.

La Comisión de Radio y Televisión de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
comenzó a trabajar para elaborar desde el inicio de sus labores en 1997 una iniciativa de ley
federal de comunicación social, que pretendía presentar al pleno de la cámara durante el
período de sesiones Septiembre- Diciembre.de 1998

En este contexto se llevan a cabo diversos eventos relacionados con el debate sobre medios:

0. La Consulta Pública Sobre Política y Legislación Cultural del Consejo Nacional Para la
Cultura y las Artes .

0. La Reforma Política del Estado Mexicano y la Comunicación Social, organizada por los
partidos políticos y la Secretaría de Gobernación.

0. Foro sobre Los Desafíos de la Comunicación Social en la Ciudad de México, organizado
por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, con los representantes políticos propios.

0. la Conferencia Internacional Sobre Derecho a la Información en el Marco de la Reforma
del Estado, llevada a cabo en la Cámara de Diputados del 6 al 10 de Mayo de 1998.

En todos esos eventos se presentaron cientos de diagnósticos y propuestas de todos los
sectores de la sociedad: civil, política, gubernamental, empresarial y estatal de la República
Mexicana, propuestas que planteaban desde la instauración del derecho de réplica en los
medios, la formación del Código de Etica Periodística, la creación de la figura del Ombudsman
de la Comunicación Colectiva, el aprovechamiento democrático del 12.5 por ciento del tiempo
oficial; hasta la revisión del otorgamiento de las concesiones, la apertura de los espacios
comunicativos para la participación de la sociedad civil en los medios, la creación de un
Consejo Nacional de Medios de Comunicación, la modificación total de la actual normatividad,
y otras nuchas ideas.
 
 

El desarrollo del debate sobre la Iniciativa de Ley Federal de Comunicación Social en 1998.

Al entrar en funciones la Comisión de RTC recibió tres iniciativas de Ley que conforman el
paquete de Comunicación Social, que habían comenzado a ser desarrolladas durante la
legislatura anterior:



0. Iniciativa de ley para crear la ley Federal de Comunicación Social, que abroga la ley de
Imprenta de 1917.

0. Iniciativa de ley que reforma diversos artículos de la ley Federal de Radio y Televisión y
de la ley Federal de Entidades Paraestatales.

0. Iniciativa de ley de reformas al Sistema de Comunicación electrónica, modificaciones a
diversos artículos de la ley Federal de Radio y Televisión, de la Ley Federal de
Telecomunicaciones, de la ley General de Educación y de la Ley Orgánica de la
Administración Pública.

De la misma forma en abril de 1998, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados turnó a la
comisión:

0. Iniciativa de Reformas y Adiciones a la ley Federal de Cinematografía.

La comisión comenzó a trabajar sobre estas iniciativas con el ánimo de desarrollarlas,
manteniendo la iniciativa de un congreso plural con predominio relativo de la oposición.

Del 24 al 27 febrero de 1998 los diputados integrantes de la Comisión de RTC llevaron a cabo
un Seminario Interno sobre los principales lineamientos de la legislación mexicana en
comunicación, con el objeto de conocer y unificar conceptos en la materia, para una definición
sustentada de las iniciativas de ley.

Del 6 al 9 mayo de 1998 la comisión participó en la Conferencia Internacional sobre El
derecho de la información en el marco de la Reforma del Estado en México, cuyas sesiones
tuvieron lugar en el propio palacio legislativo. El evento permitió a los integrantes de la
comisión de RTC confrontar sus ideas con los expertos internacionales asistentes a la
Conferencia, permitiéndoles conocer las tendencias mundiales que hoy se debaten en materia
de regulación de los medios masivos de comunicación en un mundo de mercados cada vez
mas integrado.

Cabe observar que a este conferencia internacional no asistieron los representantes de las
empresas de radio y televisión agrupados en la Cámara Nacional de la Industria de Radio y
televisión CIRT, no obstante haber sido formalmente invitados por los organizadores.
Mostrando con esto su rechazo a cualquier intento de modificar el presente régimen legal en
materia de comunicación e información.

Buscando establecer consensos y diferentes puntos de vista, la comisión realizó una serie de
consultas respecto a los textos de las iniciativas. con expertos y profesionales de la distintos
campos interesados en el tema. Participaron en estas reuniones representantes de la
Academia para el Desarrollo Profesional del Periodismo (DESPER), la Fraternidad de
Reporteros de México A. C., el Consejo Consultivo del Sistema Jaliscience de Radio y
Televisión, la Asociación Mexicana de Comunicación y Derecho, la Red Nacional de
Radiodifusoras y Televisoras Educativas y Culturales A. C.; así como los periodistas e
investigadores: Jorge Meléndez, Raymundo Rivapalacio, Jaime Castrejón Diez, José Barragán
Barragán, Agustín Ramírez Ramírez y Ernesto Villanueva Villanueva.

Como respuesta a la Conferencia Internacional de mayo la Cámara Nacional de la Industria de
la Radio y la Televisión (CIRT) organizó el mes de Junio el Simposium Internacional 'Libertad
de Expresión y Responsabilidad Social'. A este asistieron representantes de la comisión de
RTC de la Cámara, buscando conocer las posiciones y argumentos de los industriales de
medios para oponerse a las iniciativas de reglamentar el derecho a la información.

Procurando establecer consensos con el sector industrial los integrantes de la Comisión
sostuvieron una reunión con los representantes de la CIRT. Cubierta esta etapa, a mediados
de Junio se consideró necesario iniciar un proceso de consulta y revisión de las tres iniciativas
al interior de cada grupo parlamentario, de modo que se plantearan los puntos de
coincidencia, los susceptibles de cambios y aquellos en los que no existía acuerdo posible.

Para septiembre la etapa de consulta había concluido: el lo de septiembre los miembros de la
Comisión de RTC por acuerdo unánime conformaron una Subcomisión Revisora de las
iniciativas de ley turnadas a la Comisión, integrada por tres miembros de cada fracción
parlamentaria. Se acordó de igual forma que se revisaría primero la iniciativa de ley Federal
de Comunicación Social. Para tales efectos, cada grupo parlamentario acreditó un asesor y un
asistente.

Entre el 21 y el 30 de septiembre se sostuvieron numerosas reuniones de trabajo en las que
se avanzó en el análisis y revisión detallada de los artículos de la ley Federal de Comunicación
Social. Manteniendo este ritmo de trabajo, la comisión consideraba viable presentar la
iniciativa al pleno del congreso durante el segundo periodo de sesiones. Antes de este paso,



en su calendario consideraban que una vez aprobado al interior de la comisión el texto
definitivo de la iniciativa, este sería presentado para su discusión y análisis externo con las
diferentes instancias del poder ejecutivo vinculadas con la regulación de los medios y los
grupos directamente involucrados en el proceso comunicativo, contándose entre otros:

0. El poder ejecutivo, representado por la Secretaría de Gobernación, la Secretaría de
Educación Pública y la Secretaría de Comunicaciones y Transportes;

0. concesionarios y permisionarios de medios electrónicos;

0. editores de medios impresos;

0. organizaciones gremiales y profesionales de los medios;

0. asesores especiales (académicos reconocidos que puedan dar su opinión calificada sobre
las iniciativas).

En opinión de los dirigentes de la comisión de RTC, este proceso permitiría tomar en cuenta
todas y cada una de las voces interesadas en este proceso, dando respuesta al mandato de la
sociedad que por más de 20 años, ha pugnado por proteger jurídicamente las libertades de
expresión e información y del derecho a la información en México, y cuyo tratamiento, es
fundamental en la Reforma del Estado.

Para el 28 de septiembre la fracción parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional,
solicitó una prórroga de dos días, para discutir al interior de su partido algunos de los temas
que aún no estaban revisados.

El 30 de septiembre la Comisión se enfrentó a una crítica sistemática y coordinada de las
empresas nacionales de medios, prensa, radio y televisión: Los principales periódicos y
conductores de programas informativos comenzaron a presentar la iniciativa como la
pretensión de una fracción de una comisión de la Cámara de Diputados de presentar una
iniciativa de Ley orientada a controlar, imponer censuras y quitar concesiones a los medios de
comunicación, que atacaba las libertades de expresión y de empresa. En todos los demás
noticieros de radio y televisión de ese día, 30 de septiembre de 1998, se hizo referencia de
modo semejante a esta iniciativa de ley, a la que los medios rápidamente denominaron "ley
mordaza".

El tema de la iniciativa fue objeto de atención de la prensa durante ese día y la semana
subsiguiente. En la prensa las posiciones se presentaron mas variadas, desde quienes
insistían en calificarla como " Ley mordaza" hasta quienes argumentaban la necesidad de
establecer en México una legislación que permitiera reglamentar el derecho a la información
que la constitución reconoce para todos los Mexicanos.

La confrontación con los medios les llevó a paralizar sus actividades y prestar toda su
atención a la confrontación con los medios: enviando cartas a los periódicos, respondiendo
ataques, organizando ruedas de prensa y entrevistas, etc. . A lo largo de octubre, con
altibajos, se mantuvo la presión de los medios de comunicación contra la iniciativa de LFCS y
demás reformas legales..

Ante el ataque concertado y chantaje de los medios los dirigentes partidarios fueron
retrocediendo:

0. Los diputados del PRI optaron por el silencio;

0. los dirigentes del PAN dejaron solos a sus diputados en la comisión, principales
promotores de la iniciativa, en la tarea de defender sus posiciones; otras ya eran las
prioridades del partido, y para ello no querían entrar en confrontación con los medios.

0. En el PRD las opiniones se dividieron: la mayoría optó por deslindarse del debate, una
minoría se sumó a la defensa de la iniciativa criticando la campaña de desinformación y
chantaje emprendida por los medios.

A pesar de los ataques y defecciones, la actitud de los principales dirigentes de la Comisión de
RTC, de mantenerse respondiendo y aclarando las publicaciones y desinformaciones vertidas
en los medios tuvo resultados positivos: muchas las voces que se unieron a la Comisión de
RTC para manifestar el apoyo a la actualización del marco jurídico de los medios, numerosos
editorialistas se dieron a la tarea de contrarestar la campaña desde sus propias trincheras
periodísticas, Incluso instituciones educativas, organizaciones civiles y ciudadanos en general,
enviaron a los medios impresos desplegados para manifestar su interés por la regulación de
las leyes en la materia.



Al fin y al cabo todo este proceso tuvo el resultado que las empresas de medios pretendían:
una suspensión del trabajo de revisión de la iniciativa de LFCS. Quedaron pendientes de
revisión capítulos importantes como son:

0. Derechos y obligaciones de las empresas informativas.

0. Derechos y obligaciones de los informadores.

0. De la información clasificada.

0. De los medios de Estado.

0. De la Comisión Nacional de Comunicación Social.

0. 

El 4 de noviembre, en reunión ordinaria, la Comisión de RTC retomó el tema y acordó por
unanimidad de sus miembros dos puntos fundamentales:

0. Que la Subcomisión Revisora continúe y concluya los trabajos de revisión de la Iniciativa
de ley Federal de Comunicación Social.

0. Que la Subcomisión Revisora presente sus consideraciones al pleno de la Comisión de
RTC.

0. En lo que se refiere a la Iniciativa de Reformas y Adiciones a la ley Federal de
Cinematografía, se trabajará de igual forma en Comisiones Unidas, la Comisión de RTC
y la Comisión de Cultura.

0. Revisión profunda de la documentación y contenido de la iniciativa.

0. Coordinación de dichos trabajos con la Comisión de RTC del Senado, que preside Beatriz
Paredes Rangel.

0. Conformación de un equipo de asesores que revisen el marco jurídico que sustenta la
iniciativa.
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